En la ciudad de La Plata a los 29 días del mes de marzo de dos mil siete, reunidos en Acuerdo Ordinario, los Señores Jueces de la Sala Segunda del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires, doctores Carlos Alberto Mahiques, Fernando Luis María Mancini y Jorge Hugo Celesia, para resolver el recurso de casación deducido a favor de la imputada N. B. B. en la presente causa 4865 del registro de este Tribunal; practicado el sorteo de ley, resultó que en la votación debía observarse el orden siguiente: CELESIA – MANCINI - MAHIQUES.

ANTECEDENTES

La Sala Segunda de la Cámara de Apelación en lo Criminal y Correccional del Departamento Judicial de La Plata, decidió con fecha 6 de mayo de 1996 condenar a N. B. B. a la pena de prisión perpetua con accesorias legales y costas, como autora penalmente responsable del delito de homicidio calificado por el vínculo, cometido en la ciudad de Florencio Varela, Provincia de Buenos Aires, el día 10 de abril de 1988.


Contra dicho decisorio, interpuso recurso de casación la Sra. Defensora Oficial, Dra. Cristina Plache, a fs. 31/33 vta.


Habiéndose cumplido lo dispuesto en el art. 458 del C.P.P. y hallándose la causa en estado de dictar sentencia, este Tribunal decidió plantear y votar la siguiente:

CUESTION


¿Es fundado el recurso de casación interpuesto?


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Celesia dijo:


Denuncia la recurrente la errónea aplicación de los arts. 284 inc. 3º, 386 y 255 del C.P.P. –según ley 3589- en relación con el art. 34 inc. 1º del C.P., hoy infracción a la normativa de los arts. 210, 250, 371 inc. 3º y 373 del actual ritual.


Considera que la mayoría del a quo, al rechazar el planteo defensista según el cual la imputada padecía al momento del hecho una alteración morbosa de las facultades que le impidió dirigir sus acciones, incurrió en un absurdo en la valoración de la prueba pericial.


Luego de reseñar las consideraciones dogmáticas expuestas por el primer votante y los elementos probatorios mencionados por el juzgador, indica la quejosa que en el fallo cuestionado rubrica su postura de plena imputabilidad y tras cartón también reconoce la existencia del padecimiento de una “patología histérica con pautas conductales psicopáticas” en relación al mismo sujeto al que previamente había considerado totalmente capaz de culpa, situación que en su criterio supone una clara contradicción que infracciona el arts 255 del C.P.P. –n.a.-, en tanto y en cuanto el señor Juez no fundamentó su opción probatoria en los “principios científicos” que la sustentarían.


Entiende que el a quo no expresó lógica y racionalmente la razón por la cual consideró una de las posturas en desmedro de la restante, indicando que el principio de la sana crítica no autoriza el cercenamiento arbitrario del análisis de los elementos probatorios, por cuanto ello transgrede el debido proceso legal constitucional del art. 18 de la C.N.


Menciona que la postura rechazada contaba con un complemento probatorio de envergadura, por cuanto el estudio encefalográfico constató fehacientemente la existencia de un cuadro epiléptico que además fue reconocido expresamente por todos los dictaminantes.


Considera que el propio sentenciante reconoce en su postura que no ha tenido en cuenta los dictámenes neurológicos obrantes en el proceso y agregados a fs. 420, 663 y 968, y que ello importa en su criterio la absurda valoración, por cuanto se admite el déficit de la pericial escogida y pese a ello se persiste en sostener la contraria.


Critica el voto del magistrado que se pronuncia en primer término, afirmando que parece sostener que el paraxismo temporal no existe porque no existe, mencionando que los otros dos votantes admite que el trastorno histérico epileptoide quedó definitivamente demostrado en virtud de los estudios mencionados y las expliaciones de los Dres. Pérez, Ojeda y Capurro e inclusive de la Dra. Sargiotti, que lo reconoció en forma oral pese a lo plasmado en su dictamen del 15 de febrero de 1996.


En virtud de todo lo expuesto, entiende la recurrente que corresponde casar el pronunciamiento impugnado y absolver libremente y sin costas a N. B. B., sin costas y sin aplicación de medida de seguridad ninguna, por entender que así corresponde.


En la ocasión prevista por el art. 458 del rito la Sra. Defensora Biasotti, mantuvo el recurso deducido, remitiéndose a los argumentos vertidos en la presentación original.


A su turno, la Sra. Fiscal Adjunta ante esta instancia, Dra. Alejandra M. Moretti, propició el rechazo de la queja.


Entre otros argumentos sostuvo, siguiendo lo expresado por el Dr. Silva Acevedo en su voto, que la selectividad de los ataques y la concurrencia de meditadas agresiones resultaban incompatibles con un actuar irreflexivo a falto de autodeterminación.

Estimo que la queja debe ser rechazada.


El planteo medular de la defensa, vinculado con la valoración que el sentenciante realiza de los diversos dictámenes periciales, no puede tener acogida favorable.


Al decidir respecto de la alegación de inimputabilidad impetrada por la defensa, los magistrados que forman mayoría sostuvieron que no concurría la eximente de inimputabilidad en relación a la acusada N. B. B..


El doctor De Oliveira inició el análisis de la tercera cuestión del veredicto estableciendo los parámetros dogmáticos que en su criterio regulan la problemática de la imputabilidad, concluyendo que para que una persona resulte responsable penalmente no es necesario encontrar perfecciones psíquicas, sino que basta un “mínimo de condiciones, siempre que de ellas resulte que el sujeto haya tenido la conciencia de la criminalidad del acto y facultad de dirigir sus acciones” (fs. 1026 vta).


Ello establecido, mencionó el primer votante los elementos probatorios que sustentaban su convicción, refiriendo sobre el punto las pericias efectuadas por los doctores Brolese, García Olivera y Folino (fs. 188/190, 268/vta. y ampliación de fs. 701/706, esta última con la intervención de la Dra. Sargiotti) y el dictamen del Dr. Ojeda de fs. 302/306 y sus ratificaciones, refiriendo que dichos expertos concluyeron que la acusada era imputable no obstante los dictámenes periciales neurológicos de fs. 420, 663 y 968; ponderando también el magistrado la experticia psicológica de fs. 192/196 de los peritos Angos y Bertini, añadiendo que la conclusiones periciales fueron aclaradas y ampliadas en la audiencia oral.


En tal sentido, consideró el juez a partir de las conclusiones periciales que la imputada presentaba una personalidad histérica y pautas conductales psicopáticas que no comportan demencia en sentido jurídico, rechazando que se encuentre afectada por una psicosis epiléptica crónica lúcida de origen temporal.


Más adelante se encargó el Dr. De Oliveira de explicar las razones que lo llevaban a apartarse del dictamen del Dr. Capurro, refiriendo que con apoyo en autorizadas opiniones científicas concluía en la inexistencia de la epilepsia de la acusada en virtud de la ausencia de crisis identificables, mencionando también distintas consideraciones de los expertos en orden a las características de la personalidad de la imputada  que los llevaron a concluir coherentemente que la misma padece una personalidad histérica que no afecta su responsabilidad penal (fs. 1030 vta.).


El otro voto que forma mayoría, del doctor Silva Acevedo, menciona como argumento decisivo para fundar la responsabilidad de la imputada la selectividad de sus ataques, consideración ésta contenida en la pericia obrante a fs.  701/706, que fuera también ponderada por el magistrado que se pronunciara en primer término.


Así, señala el tercer votante que “Resulta inexplicable que solo la niña Pamela Melisa sufriera las agresiones de su madre mientras sus dos hermanitos eran asistidos con dedicación por la misma persona que sometía a aquella”, a lo que luego añade que las agresiones previas reflexivas impiden concluir que el obrar homicida fuera impulsivo (fs. 1040 y vta.).

Pues bien, entiendo que lo resuelto por la mayoría en orden a la imputabilidad de B. no merece objeciones que ameriten la casación del pronunciamiento.

El recurrente fracasa en su intento de demostrar un error valorativo en el análisis que realiza el a quo de la prueba pericial.

Ello es así puesto que en el caso los votos que forman mayoría explican fundadamente las razones que lo llevan a ponderar distintamente los distintos elementos de pruebas de naturaleza pericial, sin que tales fundamentos resulten censurables o arbitrarios.

La discusión pericial se planteó en punto a la posibilidad de que la acusada careciera de la posibilidad de dirigir sus acciones, a partir de lo afirmado por los dictámenes neurológicos y las conclusiones del Dr. Capurro.

La decisión mayoritaria en torno a que B. es responsable penalmente no resulta cuestionable, por cuanto, limitada la discusión valorativa al punto relativo a la dirección de las acciones por parte de la acusada, comparto el razonamiento contenido en el dictamen de fs. 701/706 –elemento ponderado por los dos votos que hacen mayoría- que menciona entre otros elementos que impiden considerar la concurrencia de un descontrol de los impulsos que exima de responsablilidad la circunstancia de que el blanco de las agresiones fuera selectivo, por cuanto coincido con las apreciaciones del doctor Silva Acevedo en punto a que tal circunstancia impide considerar que la conducta de la acusada fuera impulsiva e irreflexiva, en especial si se la relaciona con la modalidad del trato que dispensaba a la víctima, vinculada con la deliberada omisión de alimentarla, suministrándole solo la mitad de los alimentos que daba a sus otros hijos y a castigarla cuando recibía pan de los vecinos.

En consecuencia, más allá de las discrepancias que pudieran verificarse en torno a la clasificación del padecimiento que afectaba la personalidad de la acusada, lo decisivo para decidir el caso es que está correctamente acreditada la posibilidad de comprensión de la antijuridicidad de sus actos y la dirección de sus acciones conforme a esa comprensión.

Es que la fórmula mixta de nuestra ley de fondo exige, para que una persona sea considerada inimputable, no sólo que concurra el requisito de la alteración morbosa, sino también que ésta ocasione alguno de los dos efectos psicológico-normativos previstos por la norma: la ausencia de comprensión de la criminalidad del acto o la imposibilidad de dirección de su accionar (conf. precedente “Serulle”, c. 9529, sent. del 5-XI-2002).

De manera que aun cuando se aceptase que un tipo de trastorno mental pueda potencialmente ocasionar la inimputabilidad de un sujeto, ello será así solamente en los supuestos en que tal estado determine la concurrencia de alguno de los referidos efectos psicológico-normativos (S.C.B.A. P.39.327, sent. del 12-IV-1994).

Establecido que en el caso, conforme lo resuelto en el ámbito fáctico, se tuvo por legítimamente acreditado que la imputada comprendió la criminalidad del acto y pudo dirigir sus acciones, ello alcanza para resolver que, aun cuando sufriera algún padecimiento psíquico, de todas formas es imputable en los términos del art. 34 inc. 1º del C.P.

En virtud de lo expuesto, propongo el rechazo de la queja intentada, con costas.

Arts. 448, 451, 530 y ccs. del C.P.P.-según ley 11.922 y sus modif..-; 286 C.P.P. –según ley 3589 y sus modif.-, 34  inc. 1° del C.P.


Así lo voto.

A la misma cuestión planteada, el señor Juez doctor Mancini dijo:


Adhiero al voto de mi colega preopinante, en igual sentido y por los mismos fundamentos.


Así lo voto.


A la misma cuestión planteada, el señor Juez doctor Mahiques dijo:


Adhiero al voto del Dr. Celesia, en igual sentido y por los mismos fundamentos.


Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

SENTENCIA


Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, la Sala II del Tribunal

RESUELVE

RECHAZAR, por los motivos expuestos al tratar la cuestión precedente, el recurso de casación interpuesto. 

Regístrese, notifíquese y devuélvase junto con su principal al Tribunal de origen.

Fdo.: Carlos Alberto Mahiques – Fernando Luis María Mancini – Jorge Hugo Celesia

Ante mí: Gonzalo Santillán Iturres

